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I.- IDEAS GENERALES.

Desde el establecimiento de nuestra actual institucionalidad procesal penal, la ciudadanía  ha

sido testigo de un intenso debate en el que han participado jueces, autoridades del Estado,

académicos y en general de todos quienes intervienen durante el proceso penal. Ello, ya que

se ha puesto en duda la eficacia de un sistema procesal penal de reciente  aplicación y de

índole  eminentemente  garantista,  el  cual  no  provee  de  herramientas  eficaces  al

Ministerio  Público  –que  representa  a  la  sociedad  toda-  para  cumplir  su  función

persecutora de hechos que revisten caracteres de delito, obtener justicia y cumplir con el fin

último del Estado, cual es el bien común de todos sus ciudadanos.

En el nuevo proceso penal se han establecido atribuciones a los jueces de garantía, las cuales

lo  facultan  para  influir  en  los  resultados  del  procedimiento  de  manera  radical,

especialmente a través de la  exclusión de pruebas, en muchos casos, se trata de pruebas

esenciales, para que el Tribunal Oral en lo Penal -órgano que conoce finalmente del Juicio

Penal-  pueda tomar un conocimiento cabal  del  asunto  sometido a su jurisdicción, y

fallar conforme a Derecho.

Por otro lado, el actual Código Procesal Penal faculta únicamente al Ministerio Público para

interponer el  Recurso de Apelación, en contra de  la  resolución que excluye determinadas

pruebas, lo cual sin duda es un  elemento que agrava aún más la institución que aquí se

propone modificar, atentando flagrantemente contra el Debido Proceso.

La  exclusión de pruebas en un caso criminal,  ha  causado  preocupación  pública.  Así,

hemos tenido  jueces que han sido cuestionados por descalificar a una fiscalía (...) o  por

rechazar con términos impropios la prueba que ella ha presentado.

¿Se justifica excluir pruebas? Lo que la ley persigue es que los juicios no se dilaten con pruebas

inconducentes o repetitivas, o precaver que se empleen aquellas que hayan sido obtenidas

con infracción a la ley (...).  Pero entonces la pregunta es si  corresponde que haya jueces,



distintos de los llamados a ponderar la prueba, dedicados exclusivamente a ello y que, por lo

mismo, pueden sufrir la tendencia a exagerar su rol en el proceso. Es muy discutible que un

juez tenga la función de limitar a otros el derecho de enterarse de ciertos antecedentes que

ofrecen las partes, de modo que no puedan decidir  por sí  mismos si  les atribuyen

relevancia. (...)  en los casos criminales, las pruebas son las que deciden los juicios. De

ahí la importancia de esta modificación.

En otras palabras, aquellos sistemas en que el proceso penal detenta un  mayor tiempo de

aplicación, a diferencia de nuestro país, se reconocen  límites claros a las facultades de los

tribunales al momento de excluir pruebas. Y es que dichos sistemas mantienen un adecuado

equilibrio entre las garantías de los imputados, versus el derecho de las víctimas y la sociedad a

obtener fallos ajustados a la justicia.

Ello,  como ya  hemos señalado,  atenta  contra  el  debido  proceso,  tanto  en  cuanto  es  el

Tribunal Oral en lo Penal el que determinará la responsabilidad penal de los imputados,

absolviendo o condenando, para lo cual debe en forma imperativa formarse un juicio cabal

de las  circunstancias que existen para tomar su decisión acorde a la justicia. Es por ello que lo

exclusión  de  pruebas  debe  limitarse,  y  posible  de  ser  objetada  mediante  recursos

procesales.

II.- CONSIDERANDO:

1. Que, si el mismo tribunal que decide el juicio oral, no tiene competencia para  conocer en su

totalidad los medios probatorios y su pertinencia, su jurisdicción se ve limitada, entendiendo la

jurisdicción en los términos de  los artículos 1 del Código Orgánico de Tribunales,  y 76 de la

Constitución Política de la República.

2. Que, si  además de que se  le  entregue la  Facultad de excluir  pruebas  libremente al

Juez de Garantía, no consagramos un recurso a cada uno de los intervinientes que busque al

menos objetar dicha resolución, el problema se agrava y la vulneración del debido proceso es

aún mayor.

3. Que,  el  principio  del  debido  proceso  constituye  aquel  conjunto  de  garantías  que  el

constituyente consagra en favor de las partes de un juicio en el que se asegure el derecho a



impetrar  acciones  judiciales  y  el  derecho  a  defensa,  un  juez  objetivo  e  imparcial,  un

procedimiento expedito y eficiente,  la posibilidad de aportar  medios probatorios,  la

igualdad de armas de quienes parti cipan en él, y la posibilidad de revisión de los

fal lado  por  una  instancia  superior,  a  través  de  recursos  y  medios  oportunos

y ciertos.

4. Que, así las cosas, y entrando de lleno al entendimiento y aplicación del  principio del

debido proceso, podemos señalar que ya el profesor Silva Bascuñán, al tratar y estudiar la

génesis  de este principio en  la  Constitución, señala que se planteaba (sesión N° 100 de la

C.E.N.C.) la necesidad de consagrar un juicio legal,  entendiendo que este "significa un juicio

en que la persona afectada tenga derecho de concurrir ante el tribunal, de defenderse y de

disponer de los recursos suficientes para hacer, en verdad, una defensa eficaz y cierta.

5. Cierto es que el legislador está facultado para reservar el recurso de apelación en contra de

determinadas  resoluciones  judiciales  o  para  determinados casos específicos que él  mismo

establezca. Así se observó en las discusiones de la Comisión Ortúzar relativas al reconocimiento

del  principio del  debido proceso: "Creemos que el  legislador debe tener flexibilidad para

contemplar la segunda instancia en los casos y oportunidades que estime necesario." 22-, sin

embargo, la facultad de impugnar, alegar o reponer, jamás podrá significar la indefensión para

una de las partes y un arma para la otra. En otras palabras, el legislador tiene estrictamente

prohibido dotar a una de las partes en juicio de un medio u arma procesal y negárselo a las

demás. Esto necesariamente implica un desbalance que trae aparejado el desamparo de uno

de los intervinientes, y protección del otro. Constituye así,  un sobrepeso en el equilibrio

absoluto que debe  mantener el tribunal frente a los intervinientes, lo cual desnaturalizo su

función jurisdiccional.

6. Es más, aun existiendo una discriminación en el otorgamiento del recurso que se funde

o sostenga en una diferencia razonable y no  arbitraria, -esto es, respetando el principio de

igualdad ante la ley- aun así, se vulneraría sin duda alguna el debido proceso y el equilibrio en la

cognitio del magistrado, tornando la litis incierta, ineficaz, torcida e injusta.

7. Un debido proceso, o más puntual aun, un sistema de recursos en que el  legislador impide la



interposición de recursos,  y dicha inhabilidad produce efectos permanentes en juicio,  en

este caso, limitando los medios probatorios de una de las partes (los cuales revisten caracteres

de esencialidad para una adecuada defensa), implica necesariamente un desconocimiento

de lo que el constituyente tuvo o la vista al consagrar el principio.

 III. CONTENIDO DEL PROYECTO: 

De acuerdo a lo anterior la presente iniciativa parlamentaria introduce la facultad respecto de

los  otros  intervinientes que actúan en el  proceso penal,  diversos  al  ministerio  público,  para

efectos de impugnar toda resolución que implique la exclusión de prueba, fundamentalmente

del juez de garantía.

IV.- PROYECTO DE LEY:

Artículo Único: Se propone modificar los siguientes artículos del Código Procesal Penal, en el sentido

que se indica:

a. Elimínese  del  inciso  primero  del  artículo  276,  la  frase  "que  fueren  manifiestamente

impertinentes y".

b. Modifí quese  el  inciso  tercero  del  artí culo  276,  agregando  a  conti nuación  de  la

palabra "fundamentales."  lo siguiente:  "Las  r e s o l u c i o n e s  q u e  e x c l u y a n  p r u e b a

y  q u e  t e n g a n  e l  c a r á c t e r  d e  esenciales  para  el  Ministerio  Público  o  los  demás

intervinientes, serán  susceptibles  del  recurso de apelación en los términos  consagrados

en el inciso segundo del artículo 277".

c. Modifíquese el inciso segundo del artículo 277, reemplazándolo por el  siguiente:  "El  auto  de

apertura  del  juicio  oral  será  susceptible  del  recurso  de  apelación,  por  la  exclusión  o

limitación de pruebas decretada por el  juez  de  garantí a  de  acuerdo  a  lo  previsto

en los  incisos  pr imero,  segundo y tercero del artículo precedente. Este recurso será

concedido en ambos efectos”. 
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